
BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
AÑO CCCXLI K LUNES 31 DE DICIEMBRE DE 2001. K .NÚMERO 313

FASCÍCULO SEGUNDO

24965 LEY 24/2001, de 27 de diciembre, de Medi-
das Fiscales, Administrativas y del Orden
Social.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para
el año 2002 establece determinados objetivos de política
económica, cuya consecución hace necesario la apro-
bación de diversas medidas normativas que permiten
una mejor y más eficaz ejecución del programa eco-
nómico del Gobierno, en los distintos ámbitos en que
aquél desenvuelve su acción. Este es el fin perseguido
por la presente Ley que, al igual que en años anteriores,
recoge distintas medidas referentes a aspectos tributa-
rios, sociales, de personal al servicio de las Adminis-
traciones públicas, de gestión y organización adminis-
trativa, y de acción administrativa en diferentes ámbitos
sectoriales.
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sin que exista la ulterior declaración de incapacidad per-
manente, subsistirá la obligación de cotizar mientras no
se extinga la relación laboral o hasta la extinción del
plazo máximo de duración de la incapacidad temporal.

Se regula la jubilación parcial. Se complementa la
regulación de las prórrogas en la duración del subsidio
por desempleo con objeto de normalizar a lo largo de
la vida del subsidio un sistema de control homogéneo
y universal sobre los subsidiados. El mismo sistema se
establece con relación a los subsidios para mayores de
cincuenta y dos años, mediante la exigencia de presentar
una declaración anual de sus rentas en términos simi-
lares a lo establecido para otras prestaciones no con-
tributivas de la Seguridad Social.

Así mismo se incluyen dos nuevas disposiciones adi-
cionales en el texto refundido de la Ley General de Segu-
ridad Social. Se delimita el régimen jurídico aplicable
a las resoluciones administrativas de las Entidades ges-
toras y Servicios comunes de la Seguridad Social, que
no tengan carácter recaudatorio o sancionador. Asimis-
mo, se establecen medidas cautelares en los supuestos
de incumplimiento, por parte de los beneficiarios o cau-
santes de las prestaciones económicas del Sistema de
Seguridad Social, de la obligación de presentar decla-
raciones preceptivas o documentos que no obren en
poder de la Entidad y a cuya presentación hubieran sido
requeridos, siempre que tales declaraciones o documen-
tos puedan afectar a la conservación del derecho a las
prestaciones.

En fin, se suprime la obligación de los empresarios
de llevar un Libro de Matrícula del Personal.

Se modifica el texto refundido de la Ley sobre infrac-
ciones y sanciones de orden social, reduciendo de cinco
a cuatro años la obligación de conservar la documen-
tación o los registros o soportes informáticos en que
consten los datos que acrediten el cumplimiento de las
obligaciones en materia de afiliación, altas, bajas o varia-
ciones que se hubieran producido en relación con dicha
materia. Dicha rebaja es consecuencia de la reducción
del plazo de prescripción de las acciones y obligaciones
en materia de Seguridad Social.

En lo referente a los Regímenes especiales de Segu-
ridad Social, se modifica el texto refundido de la Ley
sobre Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, redu-
ciendo de cinco a cuatro años el plazo de prescripción
de la obligación de pago de las cotizaciones al Instituto
Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS).

En lo atinente a la ayuda a las victimas del terrorismo
se introducen medidas tendentes a armonizar los dos
regímenes de ayudas a dichas víctimas vigentes en nues-
tro ordenamiento, el general, recogido por esta Ley
13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales,
administrativas y del orden social, y el especial, recogido
en la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de Solidaridad
con las Víctimas del Terrorismo.

Asimismo se amplía el ámbito temporal de aplicación
de la Ley de Solidaridad con las Víctimas del Terrorismo,
hasta el 31 de diciembre de 2002.

IV

El Título III de la Ley contiene diversas medidas que
afectan al personal al servicio de las Administraciones
públicas.

En cuanto al régimen general del personal funcionario
y estatutario, en materia de Cuerpos y Escalas, se regula
el acceso de los funcionarios del Cuerpo de Maestros
que desempeñan plazas en los Equipos de Orientación
Educativa y Psicopedagógica al Cuerpo de Profesores
de Enseñanza Secundaria, así como la integración del
personal laboral del Centro de Investigación Energética,
Medioambiental y Tecnológica (CIEMAT) en las escalas

de los Organismos Públicos de investigación. Se crean
las Escalas de Técnicos Especialistas de Grado Medio
de Organismos Públicos de investigación, y Ayudantes
de Investigación de los Organismos Públicos de inves-
tigación, se modifica la denominación de los Cuerpos
Especiales de Estadística de la Administración General
del Estado, y se crean los Cuerpos Técnicos del Ministerio
de Hacienda.

En lo referido a situaciones administrativas, se modi-
fica la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para
la Reforma de la Función Pública, para recoger la facultad
de opción de los Subdelegados del Gobierno y Directores
Insulares por las situaciones de servicios especiales y
de servicio activo, así como se prorroga el periodo de
aplicación del régimen especial de jubilación del personal
docente no universitario, sujeto al régimen de Clases
Pasivas.

Asimismo se modifican diversas disposiciones atinen-
tes al régimen peculiar de los funcionarios de la Admi-
nistración local.

Se modifica la disposición adicional novena del texto
refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, en
lo concerniente a la regulación del régimen de derechos
pasivos aplicable a los funcionarios comprendidos en
el ámbito personal de cobertura del régimen de Clases
Pasivas que pasen a prestar servicios en la Adminis-
tración de las Comunidades Europeas, así como el de
aquellos funcionarios que, cesando en la prestación de
servicios a las Instituciones comunitarias, reingresen al
servicio activo en la Administración española.

En lo que atañe a otros regímenes de personal se
modifican diversos preceptos de la Ley 42/1999, de
25 de noviembre, de Régimen de personal del Cuerpo
de la Guardia Civil. Se hace extensivo a los miembros
del Cuerpo de la Guardia Civil la regulación que, en mate-
ria de excedencia voluntaria por acogimiento permanen-
te o preadoptivo, y para cuidado de un familiar, establece
la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, de Conciliación
de la vida laboral y familiar de las personas trabajadoras.

Por último, se modifica la Ley 26/1994, de 29 de
septiembre, por la que se regula la situación de segunda
actividad en el Cuerpo Nacional de Policía.

V

El Título IV de la Ley se dedica a la regulación de
las medidas de gestión y organización administrativa.

En materia de gestión financiera, en primer lugar, se
modifica un conjunto de normas incluidas en el texto
refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado
por Real Decreto legislativo 1091/1988, de 23 de sep-
tiembre.

Así, se delimita el ámbito de los Presupuestos Gene-
rales del Estado, adecuándolo a lo dispuesto tanto en
el artículo 6 del propio texto refundido de la Ley General
Presupuestaria, como en la Ley de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado,
al tiempo que se adaptan algunos de sus preceptos a
las disposiciones del texto refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.

Además, se adecuan los límites de fiscalización previa
en los supuestos de anticipo de caja fija, que se cifran
en 5.000 euros, y se regula el procedimiento a seguir
en los supuestos en que siendo la función interventora
preceptiva se hubiesen omitido, y se determina las audi-
torías que debe realizar anualmente a la Intervención
General de la Administración del Estado, en el ámbito
de Seguridad Social.

En lo concerniente a la gestión en materia de con-
tratación, se modifica el texto refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
por Real Decreto legislativo 2/2000, de 16 de junio,
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previendo que, para el caso de inicio de expediente de
resolución del contrato, cuando las obras contratadas
hayan de ser continuadas por otro empresario o por
la propia Administración con carácter de urgencia por
motivos de seguridad, para evitar la ruina de lo cons-
truido, el órgano de contratación pueda acordar la con-
tinuación, una vez que haya notificado al contratista la
liquidación de la obra ejecutada, sin perjuicio de que
el contratista pueda impugnar la liquidación.

Asimismo se regula el contrato de servicios para la
gestión de los sistemas de información, que comprende
el mantenimiento, la conservación, reparación y actua-
lización de los equipos físicos y lógicos de tratamiento
de la información, así como la actualización de los pro-
gramas informáticos y el desarrollo de nuevos progra-
mas.

En lo atinente a la organización administrativa se
incluyen normas relativas a la creación de entidades,
o la modificación de los regímenes jurídicos de orga-
nismos públicos y sociedades mercantiles estatales, ya
existentes. Así se crea el Organismo Autónomo Tribunal
de Defensa de la Competencia. Se introducen modifi-
caciones en el régimen jurídico de la Agencia Estatal
de Administración Tributaria y en el de la Agencia Espa-
ñola de Cooperación Internacional. Se atribuye al Ins-
tituto Astrofísico de Canarias el régimen jurídico de los
Organismos Públicos de investigación y, en fin, se modi-
fica el régimen jurídico de la «Sociedad Estatal para las
Enseñanzas Aeronáuticas Civiles, Sociedad Anónima»
(SENASA).

En materia de procedimientos administrativos, se aña-
de una disposición adicional a la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, regulando la presentación de solicitudes y comu-
nicaciones a la Administración por medio de servicios
telemáticos, y se modifica la regulación de determinados
procedimientos administrativos especiales, tanto en lo
que se refiere a los plazos para su resolución como al
sentido del silencio administrativo a las solicitudes pre-
sentadas.

VI

El Título V de la Ley contiene previsiones relativas
a diversos aspectos de la acción administrativa sectorial,
entre las que cabe reseñar las siguientes.

En primer lugar, en cuanto a la acción administrativa
en materia de ordenación económica, en lo que se refiere
a seguros, se modifica la Ley de Ordenación y Super-
visión de los Seguros Privados, elevando la cuantía límite
de las prestaciones económicas garantizadas por las
mutualidades de previsión social, estableciéndose que
no podrán exceder de 21.000 euros como renta anual
ni de su equivalente actuarial como percepción única
de capital. Así mismo se establece la equivalencia actua-
rial entre las prestaciones previstas en forma de renta
anual y de capital dado, disponiendo que para aquellas
entidades incursas en algunas de las situaciones pre-
vistas en los artículos 26 o 39.1 de la Ley, las nuevas
prestaciones económicas que se garanticen no podrán
exceder de 18.000 euros como renta anual ni de 78.000
euros como percepción única de capital.

En materia de política monetaria y sistema financiero,
se modifica la Ley sobre introducción del euro, añadiendo
una disposición adicional a efectos de regular las medi-
das de protección del euro contra falsificaciones.

En lo que se refiere a la acción administrativa en
materia de energía se modifica la Ley 34/1998, de 7
de octubre, del Sector de Hidrocarburos, incluyendo en
la planificación la determinación de la capacidad de rega-
sificación total de gas natural licuado necesaria para
abastecer el sistema gasista.

En lo concerniente a la acción administrativa en mate-
ria de infraestructuras y transporte, se modifica la Ley
25/1998, de 29 de julio, de Carreteras, disponiendo
que el plazo para resolver y notificar la aprobación defi-
nitiva del expediente de información pública, así como
del Estudio informativo será de seis meses, a contar des-
de la publicación de la Declaración de Impacto Ambiental
en el «Boletín Oficial del Estado» o desde la terminación
del período de información pública.

Asimismo se modifica la Ley 8/1972, de 10 de mayo,
de Construcción, Conservación y Explotación de Auto-
pistas en Régimen de Concesión, regulando la utilización
de sistemas o medios técnicos, mecánicos o de repro-
ducción de imagen que identifiquen, para acreditar los
hechos, a los vehículos, en las autopistas que tengan
implantado el sistema de peaje dinámico o telepeaje.

Se introducen diversas medidas en materia de puer-
tos, y se modifica la Ley 16/1987, de 30 de julio, de
Ordenación de los Transportes Terrestres, recogiendo
las normas para la revisión periódica general de las tarifas
y obligaciones contables en relación con los servicios
públicos regulares interurbanos permanentes de uso
general de transporte de viajeros por carretera.

Asimismo se recogen diversas medidas referentes a
la ordenación de los servicios postales y de acción admi-
nistrativa en materia de vivienda.

En lo que hace referencia a la acción administrativa
en materia de telecomunicaciones, se modifican diversos
preceptos de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General
de las Telecomunicaciones.

Se regula el suministro por los titulares de autori-
zaciones de la información precisa para comprobar el
cumplimiento de sus obligaciones en lo que se refiere
a facilitar los datos para la confección de las guías tele-
fónicas y la prestación de los servicios de información
por los demás operadores y entidades habilitadas. Se
establece que la comercialización de las guías de abo-
nados a los servicios de telecomunicaciones y de los
servicios de información se realizara en régimen de libre
competencia.

Además, se modifica el Real Decreto-ley 7/2000, de
23 de junio, de Medidas urgentes en el sector de las
Telecomunicaciones, disponiendo que el tráfico dirigido
al rango de numeración específica de acceso a Internet
se entregará por los operadores dominantes del servicio
telefónico fijo disponible al público, de forma separada
del tráfico de telefonía vocal, y en los mismos puntos
de interconexión de voz existentes.

En materia de ciencia y tecnología se introducen
medidas encaminadas al mejor funcionamiento y
desarrollo de la actividad de los Organismos públicos
de investigación.

En cuanto a la acción administrativa en materia de
agua y de medio ambiente, se modifican diversos pre-
ceptos de la Ley 52/1980, de 16 de octubre, de Regu-
lación del régimen económico de la explotación del Acue-
ducto Tajo-Segura y del Real Decreto-ley 8/1995, de
4 de agosto, por el que se adoptan medidas urgentes
de mejora del aprovechamiento del trasvase Tajo-Segura.
Asimismo se modifica el artículo 132 del texto refundido
de la Ley de Aguas aprobado por Real Decreto legislativo
1/2001, de 20 de julio, previendo que las sociedades
allí reguladas puedan tener también por objeto la adqui-
sición de obras hidráulicas, públicas o privadas, para su
integración en sistemas hidráulicos, y concluye el capi-
tulo con la imposición de la obligación de constitución
de una garantía para hacer frente a las responsabilidades
en que pudiesen incurrir los titulares de autorizaciones
para la realización de actividades de eliminación de
residuos.

En lo que atañe a la acción administrativa en materia
de sanidad, se modifican diversos preceptos de la Ley
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Corresponderá al titular del Departamento a que
pertenezca el órgano responsable de la tramitación
del expediente o al que esté adscrito el organismo
autónomo, sin que dicha competencia pueda ser
objeto de delegación, acordar, en su caso, el some-
timiento del asunto al Consejo de Ministros para
que adopte la resolución procedente.

El acuerdo favorable del Consejo de Ministros
no eximirá de la exigencia de las responsabilidades
a que, en su caso, hubiera lugar.

Reglamentariamente se regulará el procedimien-
to previsto en el presente apartado.»

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 129,
del texto refundido de la Ley General Presupuestaria,
que queda redactado de la siguiente forma:

«1. La Intervención General de la Administra-
ción del Estado realizará anualmente la auditoría
de las cuentas que deban rendir los Organismos
autónomos, las entidades públicas empresariales,
los organismos públicos y las entidades a que se
refieren las disposiciones adicionales 9 y 10 de
la Ley 6/1997, de 14 de abril y las Mutuas de
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesio-
nales de la Seguridad Social. Asimismo realizará
la auditoría de cuentas de las fundaciones estatales
y las sociedades mercantiles estatales que, no
estando sometidas a la obligación de auditarse en
virtud de su legislación específica, se hubieran
incluido en el plan anual.»

Siete. Se modifica el párrafo segundo del apartado 1
del artículo 130 del texto refundido de la Ley General
Presupuestaria, que tendrá la siguiente redacción:

«Las sociedades mercantiles estatales, las enti-
dades públicas empresariales y el resto de entes
públicos del sector público estatal sometidos a la
normativa mercantil en materia contable, así como
las fundaciones estatales, rendirán, además de las
cuentas que les son exigidas por su legislación
específica, una memoria relativa al cumplimiento
de las obligaciones de carácter económico-finan-
ciero que asumen estas entidades como conse-
cuencia de su pertenencia al sector público. Dicha
memoria se adaptará al contenido que al efecto
disponga el Ministro de Hacienda, e incluirá infor-
mación acerca de las subvenciones recibidas y
resultados con ellas obtenidos, así como la ejecu-
ción de los contratos—programa y su grado de cum-
plimiento.»

Ocho. Se incorpora una nueva letra, la c), a la regla
sexta del apartado 2 del artículo 153 de la Ley General
Presupuestaria, que queda redactado de la siguiente
forma:

«c) Los pagos correspondientes a la financia-
ción del Programa Operativo de Pesca para las
Regiones de objetivo nº 1, Regiones en régimen
transitorio y del DOCUP (Documento Único de Pro-
gramación) para las Regiones de Fuera de objetivo
n.o 1 podrán librarse en su totalidad una vez hayan
sido acordados en Conferencia Sectorial los crite-
rios objetivos de distribución y la distribución resul-
tante así como el refrendo mediante Acuerdo de
Consejo de Ministros.»

Artículo 60. Habilitación a la Administración General
del Estado para la adopción de medidas derivadas
de la responsabilidad financiera de las Comunidades
Autónomas cuando ejercen competencias de gestión
de la legislación laboral, que se financian con cargo
a los Presupuestos Generales del Estado y se cofi-
nancian por el Fondo Social Europeo.

Cuando las Comunidades Autónomas sean titulares
de competencias de ejecución de la legislación laboral
que impliquen la gestión de ayudas del Fondo Social
Europeo que estén consignadas en los estados de gastos
de los presupuestos de la Administración General del
Estado como subvenciones públicas, asumirán la res-
ponsabilidad financiera derivada del cumplimiento de los
requisitos contemplados en la legislación comunitaria
aplicable a los Fondos Estructurales de la Unión Europea.

Al distribuir anualmente las subvenciones a gestionar
por las Comunidades Autónomas, según el procedimien-
to establecido en el artículo 153 del Texto Refundido
de la Ley General Presupuestaria, se identificarán los
programas cofinanciados por el Fondo Social Europeo.

Los Departamentos u organismos competentes de
la Administración General del Estado titulares de los cré-
ditos a los que se refiere el apartado primero de este
artículo, acordarán la suspensión de los libramientos de
los mismos a las Comunidades Autónomas, titulares de
las competencias de ejecución cuando éstas no acre-
diten, en los términos y plazos previstos en la legislación
comunitaria, el cumplimiento de las condiciones exigidas
para la justificación de las ayudas mediante la aportación
de la información y la documentación relativas a la ges-
tión realizada.

Al finalizar el ejercicio presupuestario los remanentes
de los fondos anualmente territorializados, correspon-
dientes a acciones no ejecutadas en el citado ejercicio
de programas cofinanciados con ayudas del Fondo Social
Europeo cuya gestión esté transferida a las Comunidades
Autónomas, no podrán ser incorporados al presupuesto
del ejercicio siguiente para su afectación a la Adminis-
tración autonómica, computándose como tesorería en
origen en la forma prevista en el artículo 153 del texto
refundido de la Ley General Presupuestaria.

SECCIÓN 2.a GESTIÓN EN MATERIA DE CONTRATACIÓN

Artículo 61. Modificación del texto refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, apro-
bado por Real Decreto legislativo 2/2000, de 16 de
junio.

Se modifican los siguientes preceptos del texto refun-
dido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, aprobada por Real Decreto legislativo 2/2000,
de 16 de junio:

Uno. Se añade un nuevo párrafo, el tercero, al apar-
tado 1, del artículo 15 del texto refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, con la
siguiente redacción:

«Además de la clasificación que resulte proce-
dente para la ejecución del contrato, los órganos
de contratación podrán exigir a los candidatos o
licitadores, haciéndolo constar en los pliegos de
cláusulas administrativas particulares, que comple-
ten en la fase de selección y a efectos de la misma,
la acreditación de su solvencia mediante el com-
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promiso de adscribir a la ejecución los medios per-
sonales o materiales suficientes para ello, que debe-
rán concretar en su candidatura u oferta.»

Dos. Se añade un nuevo apartado, el 5, al artícu-
lo 151 del texto refundido de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas, que queda redactado de
la siguiente forma:

«5. Cuando las obras hayan de ser continuadas
por otro empresario o por la propia Administración,
con carácter de urgencia, por motivos de seguridad
o para evitar la ruina de lo construido, el órgano
de contratación, una vez que haya notificado al
contratista la liquidación de las ejecutadas, podrá
acordar su continuación, sin perjuicio de que el
contratista pueda impugnar la valoración efectuada
ante el propio órgano. El órgano de contratación
resolverá lo que proceda en el plazo de quince
días.»

Tres. Se añade un nuevo apartado, el 4, al artícu-
lo 187, con el siguiente texto:

«4. El contenido de este artículo será de aplicación
a los contratos a los que se refiere el apartado 5 del
artículo 198, entendiéndose que los bienes a entregar,
en su caso, por la Administración han de ser bienes
y equipos informáticos y de telecomunicaciones.»

Cuatro. Se modifica el apartado 3 del artículo 196
del texto refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, añadiendo una nueva letra al apar-
tado, la f), con la siguiente redacción:

«f) De gestión de los sistemas de información
que comprenda el mantenimiento, la conservación,
reparación y actualización de los equipos físicos
y lógicos de tratamiento de la información, así como
la actualización de los programas informáticos y
el desarrollo de nuevos programas.»

Cinco. Se añade un nuevo apartado, el 5, al artí-
culo 198, con el siguiente texto:

«5. Los contratos de servicios para la gestión
de los sistemas de información, así como aquellos
a los que se refiere el artículo 2.2 del Real Decre-
to 541/2001, de 18 de mayo, por el que se esta-
blecen determinadas especialidades para la con-
tratación de servicios de telecomunicación, tendrán
un plazo de vigencia máximo de cuatro años con
las condiciones y límites establecidos en las normas
presupuestarias de las Administraciones públicas,
si bien podrá preverse en el mismo contrato su
modificación y su prórroga por mutuo acuerdo de
las partes antes de la finalización de aquél, sin que
la duración total del contrato, incluidas las prórro-
gas, pueda exceder de seis años, ni éstas puedan
ser concertadas aislada o conjuntamente por un
plazo superior al fijado originariamente.»

Seis. Se adiciona un nuevo punto, el 6, a la dis-
posición adicional novena del texto refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio,
con la siguiente redacción:

«6. La presente Ley no será de aplicación a
la prestación de servicios gratuitos que realicen a

las Entidades Locales las asociaciones de las mis-
mas a que se refiere la disposición adicional quinta
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de
las Bases de Régimen Local.»

Artículo 62. Modificación de la Ley 26/1999, de 9
de julio, de medidas de apoyo a la movilidad geo-
gráfica de los miembros de las Fuerzas Armadas.
Resolución de contratos de las viviendas militares.

Se modifica el artículo 10 de la Ley 26/1999, de 9
de julio, de medidas de apoyo a la movilidad geográfica
de los miembros de las Fuerzas Armadas, que queda
redactado de la siguiente forma:

«Artículo 10. Resolución de contratos de las
viviendas militares.

1. Son causas de resolución del contrato rela-
tivo a cualquier vivienda militar las siguientes:

a) La falta de pago del canon arrendaticio de
uso o de las cantidades cuyo abono haya asumido
o sean repercutibles al usuario, correspondientes
a tres mensualidades;

b) El subarriendo o la cesión del uso de la
vivienda;

c) La realización de daños causados dolosa-
mente en la finca o de obras no autorizadas por
el Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas
que modifiquen la configuración de la vivienda y
de sus accesorios o provoquen disminución de la
estabilidad o seguridad de la misma;

d) Cuando en la vivienda tengan lugar activi-
dades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o
ilícitas;

e) Cuando la vivienda deje de estar destinada
a satisfacer la necesidad de vivienda habitual del
beneficiario o se utilice para actividades ajenas a
dicho fin;

f) Cuando el titular disponga de otra vivienda
adquirida por los procedimientos de adjudicación
directa o concurso, a que hace referencia la Dis-
posición adicional segunda de esta Ley;

g) El fallecimiento del titular si no existen bene-
ficiarios definidos en el artículo 6 o el de estos
en su caso; y

h) La extinción de las causas por las que se
otorgó el derecho de uso de la vivienda, previstas
en el artículo 6 de esta Ley.

2. Asimismo, podrá resolverse el contrato de
cualquier vivienda militar por las siguientes causas:

a) Cuando por razones de interés público se
modifique el destino del inmueble;

b) Cuando a resultas de la división horizontal
de la finca haya de modificarse el destino de la
vivienda; y

c) Cuando, con arreglo al planeamiento urba-
nístico en vigor, la parcela en que se ubique la
vivienda no haya agotado su edificabilidad.

3. En los supuestos a que se refiere el anterior
apartado 2, acordada la resolución del contrato,
el titular del derecho de uso podrá optar entre:

a) Ser realojado en otra vivienda militar de simi-
lares características, si hubiere disponibles, o

b) Recibir una indemnización, que se fijará en
el importe de treinta y seis mensualidades del
canon vigente o, si fuere mayor, en una cantidad
igual al setenta por ciento del valor real de mercado
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